Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:09). 

—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


—«Deuda de la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland con Petróleos de 
Venezuela S.A. Se autoriza al Poder Ejecutivo a celebrar un contrato de préstamos a efectos de la 
cancelación anticipada de la misma. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 
Carpeta N* 310/2015. Distribuido N* 275/2015. 


Invitación al Taller Internacional: “El Rol del Parlamento en el Fortalecimiento de la Gestión 
Pública para Resultados”, que se realizará los días 13 y 14 de agosto del corriente en la Sala “Paulina 
Luisi” del Edificio José Artigas. Organiza Presidencia de la Cámara de Representantes». 


Muy buenos días a todos. 


La Comisión de Hacienda de la Cámara de Senadores tiene el gusto de recibir a los 
integrantes de la Cámara de Zonas Francas del Uruguay, a quienes agradecemos su visita. Como 
sabrán, esta Comisión tiene nuevamente a estudio el proyecto de ley sobre zonas francas —que 
tendrán la denominación de zonas económicas especiales—, por lo tanto, quisiéramos recibir su opinión 
al respecto. 


SEÑOR DOVAT.- Quiero agradecer a los integrantes de la Comisión por tener la amabilidad de 
recibirnos y escuchar nuestra posición con respecto al proyecto de ley sobre zonas económicas 
especiales. 


En líneas generales, quiero señalar que este es un proyecto de ley muy importante que, sin 
lugar a dudas, ratifica por parte del cuerpo político un régimen de zonas francas, y también ratifica la 
Ley N* 15.921 —que para nosotros es de suma importancia— como un estatuto que en los últimos 
veinticinco años ha permitido un desarrollo muy subrayable ya que generó empleos y cumplió con la 
expectativa que había creado. 


Desde la legislatura anterior el Poder Ejecutivo viene proponiendo ciertos cambios que 
incluían una modernización de la ley. Al respecto, planteamos varias modificaciones que fueron 
atendidas —especialmente, en los artículos 7% y 26- pero nos quedaba un punto que nos traía a mal 
traer y que tiene que ver con el nombre «zonas económicas especiales». La forma de introducirlo en la 
legislación requería la modificación de no menos de 68 artículos, solamente para que dijera «zonas 
económicas especiales» en lugar de «zonas francas», por lo cual consideramos que podíamos 
simplificar el trámite en un solo artículo para que el proyecto resultara más entendible. Sin embargo, en 
estos días sucedió algo que reforzó la posición de la Cámara de Zonas Francas en cuanto a que el 
nombre debe ser revisado por la Comisión. 


En este sentido, voy a dar lectura a la Resolución N* 33/15 del Mercosur que fue aprobada 
hace pocos días: «VISTO: El Tratado de Asunción, el Protocolo de Ouro Preto, las Decisiones N* 
07/94, 08/94, 01/09, 27/10 y 56/10 del Consejo del Mercado Común y las Resoluciones N* 43/03 y 
39/11 del Grupo Mercado Común. CONSIDERANDO: Que la Decisión CMC N* 08/94 establece las 
condiciones aplicables a las mercaderías provenientes de las zonas francas comerciales, zonas 
francas industriales, zonas de procesamiento de exportaciones y áreas aduaneras especiales. 


Que resulta de interés que las mercaderías originarias de los Estados Partes no pierdan su 
condición de tal cuando ingresen a las zonas francas comerciales, zonas francas industriales, zonas de 


procesamiento de exportaciones y áreas aduaneras especiales de los Estados Partes. 


Que tal tratamiento podrá extenderse a las mercaderías originarias de terceros países que 
cuenten con las mismas reglas de origen para el ingreso en todos los Estados Partes en virtud de 
Acuerdos comerciales suscriptos por el MERCOSUR con tales países o grupo de países de los que 
son Parte. 


Que, a tales efectos, resulta necesario establecer el alcance y las condiciones para permitir 
que las mercaderías no pierdan su carácter originario. 


Que se hace necesario la preservación y la promoción de la actividad industrial en las 
referidas áreas que representan una herramienta eficaz para la generación de empleo y el crecimiento 
económico de los países. 


EL CONSEJO DEL MERCADO COMÚN DECIDE: 


Artículo 1* - Incorporar como segundo párrafo en el artículo 2* de la Decisión CMC N* 08/94 el 
siguiente texto: 


"No obstante lo dispuesto en este Artículo, las mercaderías originarias de un Estado Parte o 
de un tercer país que cuente con las mismas reglas de origen en todos los Estados Partes, en virtud de 
los acuerdos comerciales suscriptos por el MERCOSUR, no perderán el carácter de originarias cuando 
en el curso de su transporte y/o almacenamiento, utilicen un área aduanera especial, una zona de 
procesamiento de exportaciones o una zona franca, siempre que las zonas mencionadas se 
encuentren bajo control aduanero del Estado Parte correspondiente, solo podrán ser objeto de 
operaciones destinadas a asegurar su comercialización, conservación, fraccionamiento en lotes o 
volúmenes u otras operaciones, siempre que no se altere la clasificación arancelaria ni el carácter 
originario de las mercaderías consignado en el Certificado de Origen original con el que ingresaron a 
dichas zonas o áreas." 


Artículo 2* - La Comisión de Comercio del MERCOSUR (CMM) solicitará a la Secretaría del 
Mercosur que elabore una lista de ítems arancelarios NCM que podrán beneficiarse del tratamiento 
previsto en el segundo párrafo del artículo 2% de la Decisión CMC N* 08/94 para las mercaderías 
originarias de terceros países que cuenten con las mismas reglas de origen para el ingreso en todos 
los Estados Partes, en virtud de los acuerdos comerciales suscriptos por el MERCOSUR, la cual 
deberá ser aprobada por la CCM en su última reunión ordinaria de cada año. La referida lisa tendrá 
vigencia a partir del 1% de enero del año siguiente. 


La CCM elaborará la primera lista a más tardar el 1% de diciembre de 2015». 


Más adelante, en el artículo 3", se establece: «A efectos de lo previsto en el segundo párrafo 
del artículo 2 de la Decisión CMC N* 08/94 se aplicará el régimen de certificación de mercaderías 
establecidos en el Anexo que forma parte de la presente Decisión». No vale la pena seguir leyendo el 
documento. Creo que lo más importante es que cambia sustancialmente la Decisión N* 08/94 por una 
nueva reglamentación que establece que los productos provenientes de los países partes del 
Mercosur, cuando ingresan a una zona franca no pierden más su carácter original, sino que son 
acompañados por el certificado de origen y el mismo podrá ser dividido, en función del fraccionamiento 
que se haga de la mercadería y la aduana podrá emitir certificados de origen derivados para cada uno 
de los lotes que se exporten a otros países del Mercosur o fuera de ellos. 


Esto es muy importante porque cambia sustancialmente algo por lo que hace 
aproximadamente veinte años venimos luchando y que nos ha estado afectando desde el año 1994. 
No quiere decir que esto resuelva todo el tema, porque no soluciona el problema industrial, resuelve 
solo el problema logístico y hay que cuidar muchos detalles en ese proceso, en el sentido de que no se 
pierda el carácter esencial de la mercadería que ingresó. Creemos que lo posible será hacer 
fraccionamientos, envasados y agregados de valor que no pierden la esencia del producto original. 


Ahora bien, esto que les hago notar dice especificamente que será válido para las zonas 
francas industriales, zonas de procesamiento de exportaciones y áreas aduaneras especiales. Las 
mercaderías originarias de un Estado Parte, o un tercer país, que cuenten con las mismas reglas de 
origen, en virtud de los acuerdos comerciales suscritos con el Mercosur, no perderán el carácter de 
originarias cuando en el curso de su transporte utilicen un área aduanera especial, una zona de 
procesamiento de exportaciones o una zona franca. En ningún momento se mencionan las zonas 
económicas especiales. Vamos a meternos en un lío al querer cambiarles de nombre. 


Hemos hecho las consultas del caso al Departamento Jurídico de la Cámara y voy a darle 
lectura porque quiero ser exacto en las precisiones de tipo jurídico que interpretan exactamente lo que 
estamos pensando, en el sentido de que esto, sin lugar a dudas, afecta el cambio de nombre y que hay 
que reverlo. Nuestros asesores expresan que la inconveniencia de sustituir la denominación «zona 
franca» por la de «zona económica especial» se potencia con la Decisión N* 33/15 —que acabo de 
leer— CMC Mercosur, que modificó la Decisión N* 08/94, decisión que impusiera el pago del Arancel 
Externo Común a las mercaderías provenientes de zonas francas. 


La Decisión N* 33/15 conforma, pues, un hecho jurídico superviniente de reciente aprobación 
por el Mercosur, que incide directamente en el Proyecto de ley de Zonas Económicas Especiales y 
determina la no sustitución de la denominación «zonas francas». 


Luego se enumera el detalle y se cita el artículo 1%, pero como ya lo leí no voy a reiterarlo. 


A continuación se dice que la Decisión 33/15 del Consejo Mercado Común implica la 
adopción por el Mercosur de una denominación conocida y recogida por el derecho positivo vigente de 
los Estados partes, con todos los efectos económicos y jurídicos y, en particular, que para el comercio 
internacional esto conlleva: la denominación zona franca. 


Las palabras técnicas «unión aduanera especial», «zona de procesamiento de 
exportaciones» y «zona franca» han sido —y siguen siendo utilizadas— a nivel interno y en la esfera 
internacional con un inequívoco sentido consolidado con el transcurso de muchos años, y de ahí 
precisamente la inconveniencia de suplantarlo cuando el Mercosur viene de utilizarlo, ampliando sus 
alcances y, en definitiva, afianzándolo como un instrumento del desarrollo económico regional de los 
países socios. 


Los tres institutos que incluye la zona franca deben interpretarse como una definición de 
política comercial del legislador mercosureño, que obliga a los Estados partes del organismo regional a 
llevarla a cabo sobre la base del consenso regional acordado en el seno del Consejo Mercosur. 


En el caso de Uruguay ello es muy claro, pues cuenta con una ley especial sobre zonas 
francas, la N* 15.921, que está vigente y en plena aplicación, con la fecha de aprobación de la 
precitada Decisión 33 del Consejo Mercosur. En tal sentido, su enumeración debe considerarse 
taxativa y no ejemplificativa. 


De adoptarse la denominación zonas económicas especiales, no solo no se podrá dejar a las 
zonas francas fuera del campo de aplicación de la Decisión 33, sino que, si por su contenido, las 
figuras legisladas siguen siendo zonas francas, estarán incluidas en la Decisión 33. 


No obstante, sería necesario obviar cualquier debate o duda sobre la interpretación del 
alcance de un texto claro como lo es la Decisión 33/15, y para esto nada mejor que mantener la 
expresión zonas francas con todo su contenido sustancial. 


El Mercosur, con su Decisión 33, ha confirmado plenamente en la esfera regional, con 
efectos imperativos, la procedencia de la preservación del vocablo y el concepto zona franca, y con ello 
la inviabilidad jurídica de violar dicha decisión por la vía de la modificación interna unilateral de la Ley 
N* 15.921 en tanto pretendiere dejar fuera de los alcances de la normativa del Mercosur, ya sea por un 
simple cambio de denominación, ya por una alteración significativa del concepto mismo de zona franca 
tanto comercial como industrial. Resultaría claramente contradictorio que, por un lado, mientras 


Uruguay, en el seno del Mercosur, aprueba la Decisión 33/15 que incluye expresamente a las zonas 
francas, por otro lado el legislador intentara modificar la terminología y el contenido de la misma. 


De una consulta puramente literal del texto, se advierte que la denominación zonas 
económicas especiales no ha sido utilizada por el legislador del Mercosur, sino que este ha manejado 
las expresiones ya plenamente consolidadas en los textos y la práctica internacional, entre ellas. 


De ahí, pues, que si antes de la Decisión 33 era inconveniente introducir cambios en la ley de 
zonas francas y sustituir la denominación zonas francas por zonas económicas especiales, mucho más 
lo es ahora cuando Uruguay, junto a los demás socios, viene de acordar una ampliación de ese 
instituto comercial. 


Es decir, yo creo que es bastante tajante la posición. Lo que nos cambia es una situación 
nueva que modifica la visión que tenía tanto el Poder Ejecutivo como toda la argumentación que venía 
planteándose alrededor del cambio de las zonas económicas especiales, por lo que debemos 
reconsiderar esta situación. 


Considero que el resto de la propuesta del proyecto de ley es manejable en el sentido de que 
ninguna ley es perfecta. Sabemos que vamos a tener algunos inconvenientes de interpretación y 
problemas nuevos, pero no debemos olvidar que siempre se tiene un poco de miedo a los cambios. En 
algunos casos no sabemos en qué nos metemos, pero creemos que el cambio es positivo. En principio 
salvo conversaciones que seguimos manteniendo con el Poder Ejecutivo—, podemos adelantar que en 
estos últimos días hemos estado en contacto con personal de alta jerarquía del Ministerio de Economía 
y Finanzas. Nos atendieron muy amablemente, y el diálogo fue muy fluido. Queremos dejar como 
principal observación esta novedad a la que he dado lectura. 


SEÑOR CARRIQUIRY.- Soy integrante de la directiva de la Cámara de Zonas Francas. 


Al final del año 2013, después de mucho trabajo con la Comisión de Hacienda, que presidía 
el señor Senador Michelini —debo decir que hemos quedado muy agradecidos porque nuestra 
participación tuvo sus frutos—, llegamos a un modelo de modificación de la ley de zonas francas que es 
el que se está tratando en este momento. Si bien no fue el total deseo de la cámara, los artículos 7* y 
26 llegaron a tener una redacción que conformó a nuestra directiva. Esto quedó reafirmado en la nota 
que enviamos el 11 de diciembre en su frase final, que decía que la cámara aceptaba la redacción 
remitida por la Comisión. 


Como bien argumentó el contador Dovat el hecho superviniente de la solicitud actual del 
cambio de nombre es porque entendemos que la modificación del acta 8 del Mercosur del año 1994 le 
da una posibilidad importantísima al Uruguay de no ser solo el hub regional en productos de extrazona, 
sino también ser el hub regional de productos Mercosur, que hasta este momento estaba limitado. Eso 
puede incrementar en forma muy importante el movimiento de los puertos, de los transportes y de toda 
la actividad vinculada a las zonas francas. Por lo tanto, si bien puede haber interpretaciones sobre si 
quedan excluidas las zonas francas económicas especiales, esa discusión no le conviene al país, 
porque puede haber interpretaciones de países vecinos que nos dejen afuera de esta norma. Sería 
absurdo que siendo el Uruguay el principal promotor de esta modificación, termine afuera, y los demás 
países del Mercosur adentro; sería una injusticia terrible. Por lo tanto, el cambio de nombre lo 
fundamentamos en ese sentido, es necesario mantenerlo por el tema de la Decisión 33, por los APRI, 
acuerdos de protección de inversiones, por los acuerdos internacionales y por la OMA, en donde las 
zonas francas están reconocidas, y no así las zonas económicas especiales. 


SEÑOR COSTA.- Soy asesor letrado de la cámara. 


No quiero abundar en el tema, pero sería importante que la Comisión entendiera que 
mantener el nombre «Zonas Francas», llevaría a que el proyecto de ley tuviera, sin duda, muchos 
menos artículos de los que hoy tiene, porque muchos hacen referencia a la nueva denominación, que 
es básicamente modificativa de los artículos de la Ley N* 15.921, y no mucho más. Si así lo entendiera 
esta Comisión, las cuestiones que en su momento discutimos, tanto con esta Comisión durante la 


anterior legislatura como con el Poder Ejecutivo, se mantendrían vigentes, especialmente algunos 
artículos importantes para el Poder Ejecutivo, como los de dar sustancia y plazos, que en el marco de 
un proceso de internalización del Uruguay y de transparencia internacional, están reafirmando de 
alguna manera al instituto, como bien dijo el contador Dovat. Por lo tanto, si la Comisión decidiera que 
ese debe ser el camino, el trabajo de modificación de este proyecto de ley no es tan importante y se 
mantendría en la sustancia lo que a nuestro juicio era relevante, tanto para el anterior Poder Ejecutivo 
como para este. 


SEÑOR DOVAT.- Existe otro cambio de denominación que no nos genera ninguna consecuencia 
negativa, que es el cambio del término «explotador» por el de «desarrollador». En absoluto estamos en 
contra de efectuar ese cambio, ya que se trata de algo muy sencillo, pero ocurre que eso complicará en 
lo que tiene que ver con la redacción de la ley. Por un lado resulta ventajoso reducir el tamaño de la ley 
sacando las zonas económicas especiales, pero por otro deberemos revisar todo lugar donde dice 
«explotador» para poner en su lugar «desarrollador». En realidad este tema es de menor importancia y 
quizás por eso lo mejor sea dejar todo como está para no tener que cambiar los términos y agregar 
artículos. De todos modos, este era solamente un comentario de carácter general, a fin de que sean 
conscientes los Senadores de lo que se puede estar generando con esta modificación. 


SEÑOR DELGADO.- Antes que nada, quiero saludar a la directiva de la Cámara de Zonas Francas del 
Uruguay. 


Creo que quedó muy clara la posición de nuestros invitados —que en principio compartimos— 
en cuanto a la inconveniencia e inoportunidad de cambiar esa denominación, y los efectos agregados 
que puede generar el cambio de denominación en función de que eso ya está establecido en el mundo 
e, incluso, está compartido y avalado por una serie de resoluciones. 


Ingresando quizás más al fondo del proyecto de ley y aprovechando la presencia del asesor 
legal de la cámara, quiero plantear algunos aspectos que me parecen importantes en cuanto a la 
convivencia de dos regímenes que se puede dar. Quisiera saber cómo afectaría eso en los derechos 
adquiridos por usuarios explotadores de zonas francas. Hago esta consulta porque existirá un proceso 
en el que actuarán dos regímenes y la ley no puede ser retroactiva, lo que generará confusión y 
eventualmente daños y perjuicios. Quisiéramos conocer la opinión de nuestros invitados al respecto, ya 
que este tema es uno de los que más nos preocupa. Más adelante consultaremos sobre algunos 
artículos específicos, pero esto que planteo ahora es un tema más conceptual porque, como decía, al 
votar esta ley que no puede ser retroactiva se afectarán algunos derechos adquiridos. 


SEÑOR COSTA.- Este tema en particular en la anterior Legislatura fue objeto de discusión y de 
análisis en conjunto con el Poder Ejecutivo, donde lideraba en ese momento el señor Álvaro Ons. 
Discutimos mucho este tema, sobre todo por la posibilidad que existía en el proyecto preliminar, ya que 
según una interpretación se podía eliminar la garantía que tiene la ley respecto de las exoneraciones 
tributarias. Eso llevó a que, luego de un trabajo consensuado con el Poder Ejecutivo y después con la 
Comisión de Hacienda, estableciéramos una especie de doble régimen, por un lado para aquellos que 
tenían contrato vigente, manteniéndoles todas las garantías que hoy da la Ley N* 15.921 y, por otro, 
para los que tenían nuevos contratos, a quienes básicamente se les mantiene las garantías pero se 
establece un antes y un después. Nosotros entendimos que por supuesto el menor daño se hacía 
según esa redacción y así lo establecimos con la lectura de la nota que leía el contador Carriquiry 
dando nuestro punto de vista positivo al cambio legal. Por supuesto, no existen garantías de por vida 
en las leyes y de esta manera, por lo menos, se está protegiendo a aquellos que tienen contratos 
vigentes. Como decía el contador Dovat, el régimen se está reafirmando y fortaleciendo en algunos 
aspectos que tiene que fortalecerse, si queremos que en el futuro esto no sea cuestionado por otros 
países. Nos encantaría que el mundo no fuera como es, pero el mundo es como es. 


SEÑOR MICHELINI.- Hemos trabajado mucho en este proyecto de ley aunque luego, por diferentes 
razones, no haya sido aprobado. El Poder Ejecutivo ha reafirmado su voluntad reenviándolo, aunque 
creo que no le ha realizado modificaciones. En su momento, el Poder Ejecutivo y la Bancada de 
gobierno cedieron en algunos aspectos, así como la otra parte interesada —entre ellos la Asociación de 
Zonas Francas del Uruguay- aceptó cosas que llevaron a una redacción hecha en conjunto, con 
propuestas de la Asociación, del Poder Ejecutivo y de los parlamentarios, que estuvimos trabajando en 


el proyecto de ley. Aparentemente, no habría observaciones al trabajo realizado, salvo la última 
inquietud del señor Dovat referente al término «desarrollista» o «explotador», pero ya sabemos que 
hasta el último minuto, hasta el último segundo del partido, el señor Dovat va a seguir tirando a ver si 
mete gol. 


Ahora bien: en esta oportunidad se ha traído a colación un tema que nos hace pensar que si 
mantenemos la frase «zonas económicas especiales», en el mejor de los casos entraremos en una 
discusión con el resto de los integrantes del Mercosur y, en el peor de los casos, habremos 
reconstruido una propiedad rota. Si bien se ha dado un paso con respecto al tema del origen, y le 
dijimos sí, ahora carecemos de zonas francas. Por lo tanto, el origen ya no importa. Obviamente, el 
fundamento es sólido y, en consecuencia, lo vamos a estudiar para ver si lo aceptamos. La inquietud 
ha sido planteada y la tendremos que revisar. De acceder a ello, sería bueno que el doctor Costa =- 
que ha trabajado mucho en esto- nos acerque el material. También les solicitaremos a nuestros 
asesores y al Poder Ejecutivo el listado de artículos para sacarlos porque lo que cambia es el nombre. 
Por supuesto que habrá artículos a los que tendremos que cambiarle el nombre, pero igualmente 
deben quedar porque son parte de las modificaciones realizadas al proyecto de ley. Ello nos ayudaría 
mucho para desglosar y para trabajar sobre los que ya lo tienen. Como decía, solicitaremos al Poder 
Ejecutivo la información, pero les agradeceríamos a nuestros invitados el envío de la propuesta. 


SEÑOR COSTA.- Con gusto lo haremos. Enviaremos la propuesta eliminando la frase «zonas francas» 
y dejando el resto de la redacción tal cual fue enviada por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR HEBER.- Simplemente deseo hacer una reflexión para ver si logro comprender toda esta 
información, aunque luego la estudiaremos con detenimiento, sobre todo, lo leído por el señor Dovat en 
cuanto a los acuerdos que han modificado la Resolución 33/15. 


En cuanto al tema de zonas francas, desde el año 1994 hemos tenido problemas con Brasil y 
Argentina. Ellos protegen las zonas de Manaos y Tierra del Fuego y no sé qué denominación jurídica le 
han dado a esas zonas para diferenciarlas, limitarlas o acotarlas de las nuestras y no generar un 
ámbito similar al que ellos han desarrollado. Según entendí, estas disposiciones nos acercan al hecho 
de lograr un mejor tratamiento del que teníamos, sobre todo en el área de servicios. Ellos siguen 
manteniendo plena vigencia en todo lo que es el desarrollo industrial. 


Para poder entender bien el tema —sin perjuicio de que podamos estudiarlo con detención—, 
me gustaría saber cómo siguen denominándose. ¿Acaso se llaman zonas económicas de desarrollo o 
industrial? ¿No son zonas francas? ¿Cuál es la denominación? Formulo estas preguntas porque daría 
la impresión de que muchas veces discutimos definiciones jurídicas que parten de la base del nombre 
que tienen. 


En lo personal, quisiera dar a nuestras zonas francas todos los elementos y las armas 
posibles, así como la mayor independencia del Estado. Digo esto porque en los entendimientos que 
hacen los desarrolladores o explotadores con los privados, no tenemos que meternos. Este es un 
concepto que sigo reivindicando a una discusión que data de mucho tiempo. En definitiva, se trata de 
entendimientos entre privados en los cuales el Estado no tendría que decir cuáles son las reglas de 
juego. De todas maneras, eso forma parte de otra discusión. 


Me importa conocer la posición de nuestro país, con zonas francas o zonas económicas 
especiales, con respecto a nuestros competidores en la región. 


Esta es una reflexión para comprender la situación. 


SEÑOR CARRIQUIRY.- La verdad es que, previo de la Resolución 8/94 del Mercosur, Argentina y 
Brasil pactaron sobre sus zonas francas de Manaos y las zonas de promoción industrial argentina. En 
ese acuerdo no había restricciones de envío de productos entre ambos países y se liberaba a Brasil 
porque ese país, al internalizar sus productos bajo el régimen del Mercosur, también estaría perforando 
el arancel externo común. Reitero que esto se arregló previo a la Resolución 8/94; por lo tanto, ambos 


países no se vieron afectados como sí el resto de las zonas francas de Paraguay y Uruguay, en aquel 
momento. 


Nos hemos preguntado, por qué salió ahora esta resolución. Porque Argentina está 
incrementando sus zonas francas. Hace muy poco tiempo, la presidenta anunció que daba autorización 
para instalar dos zonas francas más, las que se encuentran con la limitante del Mercosur. Entonces, 
cuando a los países grandes les interesan determinados temas, los demás nos beneficiamos de 
resoluciones que son importantes. Creo que todo va por ese camino. 


SEÑOR COSTA.- Quiero destacar que nos consta que la Cancillería y el Poder Ejecutivo de nuestro 
país han peleado muchísimo tratando de revertir, diría desde 1994 a la fecha —prácticamente como una 
política de Estado—, la Resolución 8/94. Por suerte, hace pocos días nos enteramos por Álvaro Ons 
que esto se había obtenido; incluso, no se ha hecho demasiado público. Me parece que habría que 
mirar esto como algo positivo. 


SEÑOR DELGADO.- Voy a aprovechar la presencia de los representantes de la Cámara de Zonas 
Francas del Uruguay para profundizar en algunos artículos del proyecto de ley porque, seguramente, 
no tengamos otra oportunidad para hacerlo. 


Obviamente, yo no integré la anterior legislatura en el Senado y, por ende, tampoco la 
Comisión de Hacienda, pero me parece que está sobrevolando la idea de que, por llamarse «zonas 
francas» hay menos controles. En realidad, si uno analiza la nueva Ley del Código Aduanero, que se 
acaba de votar, podrá advertir que, incluso a texto expreso, incorpora una serie de controles vinculados 
a zonas francas que, quizás, estaban contemplados de una manera más dudosa en el Código anterior. 
O sea que tienen competencia, como la tienen los demás organismos de control. 


En cuanto a las novedades con respecto al régimen anterior quiero decir que, si bien no 
conozco el tema a fondo, hay un cambio de denominación, con todas las condicionantes y riesgos que 
fueron expuestos y de los que se tomó nota a nivel de la Comisión porque creemos que se trata de un 
asunto a considerar. 


En segundo término, destaco también el tema de algunas garantías vinculadas a plazos y a 
renovaciones automáticas que cambian con respecto al régimen actual. 


Lo tercero es lo relativo a las zonas temáticas que, quizá, sea el tema más novedoso y más 
creativo. 


Si ese es el objetivo, ¿por qué cambiar toda la ley para incorporar un impulso hacia zonas 
temáticas? Porque esto se puede hacer aparte o mediante un agregado sin cambiar la arquitectura de 
la ley que regula las zonas francas. Además, esto tampoco está expresamente prohibido dentro de la 
ley actual. En este caso, se crea las zonas temáticas y se les da un estímulo para que sean en 
determinados lugares. Esto quizás puede ser lo más novedoso y creativo y, en principio parece muy 
positivo. De todas formas, a mi juicio, creo que con la ley vigente y su regulación existe la posibilidad 
de hacer zonas temáticas en las zonas francas. 


Estos son los cambios que he detectado; me gustaría escucharlos a ustedes. Entonces, más 
allá de las zonas temáticas, del plazo, de las renovaciones automáticas —es decir, las prórrogas— y de 
la denominación, tenemos la limitación en cuanto a la posibilidad de que las zonas francas del interior 
puedan tener oficinas fuera del territorio franco. En realidad, es un régimen que viene funcionando en 
las actividades no sustanciales, sino complementarias. Por eso las zonas francas del interior podrían 
tener en la capital actividades complementarias, por ejemplo, por motivos logísticos, operativos o de 
pragmatismo comercial. También hay que decir que en su regulación y control actualmente tiene 
competencia hasta la propia Impositiva y la Dirección de Aduanas. O sea, es muy difícil legislar por la 
patología y decir que a partir de ahora lo que esté dentro de la zona franca no puede tener ninguna 
oficina fuera del territorio franco. Además, esto plantea taxativamente en qué casos podría ocurrir. 
Entonces, para tener una oficina con actividades complementarias debería hacerse muchas veces en 


territorio de zonas francas, y si lo quieren hacer fuera de la zona franca original —me refiero, sobre todo, 
a las del interior— tendría que ser en una zona franca de Montevideo. 


Ya han contestado a varias de estas inquietudes, pero me gustaría conocer su opinión sobre 
las actividades complementarias fuera de las zonas francas del interior, como también lo relativo a la 
renovación de los contratos y los plazos, aspectos que se modifican en el proyecto de ley. 


SEÑOR DOVAT.- Voy a comenzar por el tema de las zonas francas del interior. La Cámara apoya todo 
tipo de promoción del interior y no tiene argumentos en absoluto para negar lo que ellas solicitan. Pero, 
quizás, a la DGI le parece inconveniente que se instalen oficinas en la Ciudad Vieja representándolas. 


Esto lo vemos solamente como un tema de reglamentación, es decir, qué actividades se 
pueden realizar, o no, por lo que no me parece inconveniente. Incluso, no hacemos de esto un tema de 
lucha, sino un comentario y la Cámara no se opone en absoluto a lo que plantean las zonas francas del 
interior, aunque alguna de ellas no es ni siquiera socia de la Cámara y no la representamos. Pero 
estamos de acuerdo con que su planteo es razonable. 


SEÑOR CARRIQUIRY.- Con respecto al tema plazos debo decir que tuvimos una discusión, porque 
pensábamos que la libertad contractual en las zonas francas lo incluiría; en muchos casos, 
observamos que los plazos que se establecían eran cortos y dependían mucho de qué tipo de actividad 
se desarrollaba y de qué inversiones se tenían que realizar como para que fueran razonables y no se 
transformaran en una limitante para la inversión. Se ha eliminado la posibilidad de realizar contratos 
con renovación automática lo que, en la práctica, nunca fue una propuesta de la cámara, de los 
usuarios, ni de los explotadores; simplemente se trata una forma sencilla de no estar llenos de 
expedientes para renovar contratos, como sucede todos los años. Si se utilizaba una renovación 
automática —como hay poca infraestructura en zona franca—, se presentaban una vez y seguían hasta 
que el contrato se rescindía. Esto fue, diríamos, hasta una sugerencia como para disminuir la cantidad 
de trámites y funcionó excelentemente bien. 


Luego aparecieron decretos que empezaron a limitar esa actividad porque querían controlar, 
pero nosotros no queremos evitar el control; por el contrario, es algo que nos sirve mucho. El hecho de 
limitar a plazos y que la decisión de otorgamiento no quedara fijada en base a un plan de negocios 
hacía que hubiera ciertos riesgos, pero los asumimos y tanto los usuarios como los explotadores 
empezaron a presentar planes de negocios en donde el área de zona franca podía visualizar y estudiar 
caso por caso para ver qué beneficio le podía traer al país en cuanto a la generación de empleo, a las 
actividades, etcétera. Eso estaba plasmado en decretos, así que para que quedara firme había que 
ponerlo, precisamente, en la ley que modifica, que es la N* 15.921. Creemos que en esto hay riesgos 
porque, en algunos casos, depende mucho de una opinión subjetiva de algún funcionario, pero hasta 
ahora no hemos tenido problemas, más allá de ciertas demoras porque hay discusiones sobre algunos 
contratos. Esperamos que esto no represente un riesgo tal que afecte la actividad de las zonas francas; 
lo tomamos, somos conscientes de que puede haber algún contrato que no se apruebe cuando 
debería, pero eso no ha pasado y pensamos que en un futuro esta seguirá siendo una observación de 
parte nuestra. 


SEÑOR COSTA..- Me gustaría mencionar algo importante con respecto a este proyecto de ley, aunque 
después la contadora Sartori podrá hacer algún comentario al respecto, si la señora presidenta lo 
permite. 


Hemos mencionado que la ley, en algunos aspectos, reafirmaba ciertos criterios que el nuevo 
orden internacional tributario está marcando. Como he dicho antes, tal vez ese nuevo orden no es el 
que más nos guste, pero es el que está e indica que los regímenes de promoción —claramente no es el 
caso del régimen tan especial de zonas francas— necesitan mostrar a los demás países que existe 
sustancia. No se trata simplemente de un régimen donde hay una sociedad de papel a la que uno le da 
un beneficio tributario; se requiere sustancia. De alguna manera, lo que el Poder Ejecutivo nos expresó 
incluso en forma explícita— fue que este artículo 26 —que establece plazos y requisitos— viene a dar 
respuesta de antemano a los requisitos que seguramente la OCDE le va a plantear a Uruguay en el 
próximo nivel de revisión. O sea que si bien el principio de autonomía de la voluntad fue lo que inspiró 
esta ley, también es cierto que Uruguay no está solo en el mundo. En esa fricción de conceptos en la 


legislatura pasada dijimos que era preferible que los requisitos de plazo, de sustancia, estuvieran en la 
ley. Entonces, aunque preferiríamos que no existieran, optamos —como lo hizo el Poder Ejecutivo y a 
pesar de que este artículo fue el que más discutimos en la legislatura pasada— porque fuera incluido en 
el texto legal, tal como está. Esto se debe a que, si bien tiene una restricción, también y no es menos 
importante, tiene un beneficio que es el de la seguridad jurídica. Por otra parte, mirando a lo que se 
viene, esto le daba al Uruguay una herramienta para decir que las zonas francas no son espacios 
donde ocurre cualquier cosa. Esta Cámara en particular tomó una decisión hace unos años —luego de 
discutir con el Poder Ejecutivo— de eliminar las sociedades de papel. El Senado tuvo el compromiso 
empresarial y político de proponer que se controle el régimen a fin de evitar abusos. Puede ocurrir que 
haya empresarios que hagan algo que no corresponda, pero en general hubo un compromiso explícito 
de que eso no sucediera. Tan así es que otro de los artículos que fue discutido —como es el 7*— 
determinó que se procediera de esa manera. 


Solo para terminar y con relación a zonas francas especiales o temáticas, hay un artículo sin 
el que hay cosas que no se pueden brindar, que tiene que ver con el relacionamiento entre la zona y la 
plaza, es decir la posibilidad de que uruguayos puedan brindar ese servicio. 


Creo que esa fue la voluntad del Poder Ejecutivo y, en ese sentido, no tenemos problema. 


SEÑORA SARTORI.- No solo en beneficio del tiempo sino a los efectos de redondear lo que han dicho 
mis compañeros, quiero destacar lo que expresaba el doctor Costa en cuanto a lo sano que es para un 
régimen como este tener en la vía legal los requisitos que en el contexto internacional se denominan de 
sustancia, porque es a cambio de la creación de valor, de fomento del empleo y de la inversión que el 
Uruguay está dispuesto a ceder y a renunciar a su derecho a cobrar impuestos. De otro modo, no 
tendría sentido dar un régimen de exoneración. 


Para terminar, ya que hemos ido y venido con temas de nombres y alguna modificación de 
disposiciones, quiero reafirmar que estamos de acuerdo con el aggiornamiento de esta ley —-y sin 
perjuicio de no hacer una sustitución— también estamos de acuerdo con la idea de remitir un proyecto 
alternativo en el que se cambien determinados artículos y no el texto normativo como tal. Tal vez, de 
esa manera, apuntemos a que no tengan que convivir esos dos sistemas, es decir, uno nuevo para los 
contratos nuevos y uno viejo, con la dificultad que implica explicar afuera la existencia de dos leyes de 
zonas francas coexistentes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la visita de la delegación de la Cámara de Zonas Francas y la 
información que nos han brindado. 


(Se retira de sala la Cámara de Zonas Francas). 


(Ingresa a sala una delegación de la Asociación de Productores y Realizadores de Cine del Uruguay, 
Asoprod). 


—La Comisión de Hacienda del Senado da la bienvenida a los representes de la Asociación de 
Productores y Realizadores de Cine del Uruguay. 


Actualmente estamos considerando un proyecto de ley relativo a las zonas francas, en el que 
se incluye el concepto de las áreas temáticas. En tal sentido, nos gustaría conocer su opinión respecto 
al sector audiovisual. 


SEÑOR SCHROEDER.- En primera instancia deseo señalar que asisto a esta reunión en mi calidad de 
presidente de la Asociación de Productores y Realizadores de Cine del Uruguay, Asoprod, y que me 
acompañan otros integrantes de la Comisión directiva. 


Nuestra asociación tiene más de veinte años de existencia. Uno de sus postulados 
fundacionales fue que el Uruguay iba a requerir la implementación de una política pública de desarrollo 
audiovisual. Nos sentimos protagonistas de los hitos de este proceso que el país ha recorrido, como la 


creación del Fona, el surgimiento de TV Ciudad y del programa MVD Socio Audiovisual, y la 
aprobación —por unanimidad— de la Ley de Cine, en 2008, que dio lugar al Fondo de Fomento 
Cinematográfico. 


La solicitud de esta audiencia responde a nuestro interés por este proyecto de ley en el que 
el Poder Ejecutivo visualiza al sector audiovisual como un instrumento de desarrollo del país; ese solo 
elemento ya nos parece muy importante. Saludamos y aplaudimos esa visión porque creemos 
necesario transitar por ese camino. Consideramos que hemos acumulado un crecimiento importante 
que nos permitiría, como país, plantearnos metas importantes desde el punto de vista de esta 
expresión. 


En concreto, respecto a esta iniciativa —que hemos estudiado para poder venir a plantear 
algunas inquietudes— debemos decir que en parte no responde a una definición estratégica que se dio 
en nuestro país el año pasado, en el denominado Compromiso Audiovisual que terminó siendo algo así 
como el primer congreso audiovisual nacional. Dicha instancia fue promovida por nosotros como 
asociación y contó con un respaldo muy fuerte de parte de los ministerios de Industria, Energía y 
Minería y de Educación y Cultura. Hablamos de un proceso de más de tres meses que tuvo distintas 
convocatorias, algunas mayoritarias y otras más concretas o especializadas. Allí se propuso, 
justamente, revisar todo lo actuado en materia audiovisual, constatar los grandes avances y plantear 
los desafíos de futuro. Por supuesto que el aspecto central del proyecto de ley que está a 
consideración de esta Comisión, que incluye la posibilidad de instalar un estudio de grandes 
dimensiones, constituye una de las hipótesis de trabajo que estuvo presente en esa cantidad de 
decisiones. De todos modos, ello no quedó dentro de las prioridades establecidas para el sector. Sí 
fueron contempladas otra cantidad de medidas sobre las que nos parece importante llamar la atención. 
Al mismo tiempo, entendemos que corresponde señalar algunos aspectos puntuales del proyecto de 
ley. 


A nuestro juicio esta iniciativa está vinculada a algunos elementos de importancia general, 
como ser la exoneración del IRAE. En esta materia, nuestro país tiene una experiencia exitosa, 
recorrida por las empresas vinculadas a las TIC. Se trata de una larga demanda del sector, 
absolutamente compartida por todos sus agentes. Además, ha sido reiteradamente anunciada y 
muchas veces ratificada, pero sigue sin concretarse. En este eventual desarrollo de zonas temáticas 
audiovisuales está este elemento —quizás, aglutinador— que puede ir contracorriente de este desarrollo 
acumulativo que hay en el sector, que es de una multiplicidad de pequeñas empresas —las verdaderas 
protagonistas de todo esto—, las que deberían poder beneficiarse de ese instrumento con un claro 
sentido de participación y de nuevo estímulo para otras etapas de desarrollo. 


Por otro lado, está el elemento de resignación fiscal. En el país contamos con la ley de 
Fondos de Incentivo Cultural, que en su articulado establece que el 25 % del producto de ese fondo 
debe ser destinado al fomento de la producción audiovisual. Quiere decir que en su espíritu estaba el 
desarrollo especial de nuestra actividad. Hablamos de un instrumento que ha venido creciendo y que 
costó mucho instalar en tanto implicó modificar algunos hábitos de las empresas. Lamentablemente, 
hoy está topeado en $ 3:000.000 por proyecto y se ha anunciado un recorte mayor para el año 
próximo. Sentimos que hay un aspecto algo contradictorio respecto del uso de este beneficio —la 
resignación fiscal como estímulo al desarrollo de procesos productivos—, lo que consideramos 
importante atender. 


En particular, hay dos o tres puntos sobre los que nos parece relevante prestar atención. En 
cuanto a la eventualidad de instalar un estudio de grandes dimensiones fuera del área de Montevideo, 
debemos ser conscientes de que implica un montón de problemas desde el punto de vista productivo, 
en lo que hace al transporte y hospedaje de actores, técnicos y demás. Por lo tanto, el eventual estudio 
—hay antecedentes respecto a la consideración de esta iniciativa— debería estar, a todas luces, mucho 
más próximo al límite del área metropolitana. 


Por otra parte, el 25 % que se establece como porcentaje máximo para filmar en exteriores — 
de acuerdo con el volumen total de facturación— fuera del propio terreno que se definiría como parte de 
la zona franca temática, constituye un elemento arbitrario en tanto no conocemos la lógica por la cual 
se pretende definir ese umbral. Es muy difícil de cuantificar y, de por sí, constituye una limitante. Esto 


nos lleva a plantearnos cuál sería la viabilidad de la propuesta. Entendemos que esta iniciativa, quizás, 
fue concebida en un momento anterior. Hoy, en la región “incluyendo a República Dominicana, Puerto 
Rico y Colombia— hay políticas de estímulo audiovisual muy definidas, con devolución del gasto para el 
productor extranjero que viene a aplicar su proyecto localmente. Esas políticas se vienen desarrollando 
con una evaluación muy positiva de parte de quienes están a su frente y, pensamos, harán muy difícil 
la viabilidad de un proyecto como el que se pretende impulsar que, además, implicaría una inversión 
privada de más de US$ 100:000.000; deberíamos ser muy responsables con el plan de negocios que 
pudiera solventarla. 


Creemos oportuno advertir sobre la necesidad de aplicarnos a la articulación de una serie de 
medidas concretas que puedan generar un desarrollo real del sector audiovisual. Tememos que la 
eventual puesta en práctica de este instrumento pueda desviarnos, en el sentido de creer que el 
Estado ya se encuentra comprometido con cierto lineamiento que, en todo caso, debería discutirse con 
otros muchos actores. 


En estos días hemos mantenido contactos informales con diversos representantes del sector 
y creemos que esto no se ajusta a las expectativas de quienes nos sentimos protagonistas de esta 
actividad. Recomendamos, por favor, que escuchen el punto de vista de las personas que están más 
vinculadas al área de servicios, publicidad, etcétera, quienes además han manifestado interés por venir 
a dar su testimonio. 


Por el momento es cuanto tengo para decir. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Con relación a la posibilidad de instalar un estudio importante en esas 
condiciones, debo decir que a la producción nacional de cine no le generaría ningún beneficio real. Aun 
cuando lográramos llegar un escalón más arriba e incorporarnos a producciones más grandes, esto no 
representaría una puerta de entrada para producir mejor. De hecho, la mayoría de las producciones de 
cine que hacemos nosotros no son de estudio. Podría ser interesante que hubiera un estudio de 
grandes dimensiones, pero no atado a que la producción audiovisual deba trasladarse a una zona 
franca. A las empresas mayormente productoras no les convendría por logística y por el volumen de 
producción. Consideremos que en el Uruguay se trata de pequeñas y medianas empresas; no existen 
grandes empresas como en otros rubros, como el del software, etcétera. 


Entonces, para una empresa no sería un beneficio trasladarse a una zona franca. Tal vez 
pudiera ser útil para la que quisiera traer algún servicio del exterior. A nuestro entender se estaría 
concentrando el beneficio en una utilidad muy particular. ¿Qué ha desarrollado Uruguay como principal 
fortaleza? El hecho de contar con una cantidad de lugares en donde filmar, lindos y muy cerca. En tal 
sentido, esta iniciativa acota al 25 % la posibilidad de filmar afuera. Por eso reitero que solo serviría 
para proyectos muy específicos que necesiten de un estudio. 


En concreto, el hecho de que exista una zona especial económica no constituye un factor 
determinante que realmente beneficie el desarrollo del sector audiovisual. Creemos que la posibilidad 
de generar un salto cualitativo va por otros lados, de acuerdo con la experiencia de otros países a 
través de beneficios para atraer producciones extranjeras. 


En definitiva, como dijo el señor Schroeder, sería bueno que se escuchara la opinión de los 
productores de publicidad, que son quienes generan más servicios de producción. 


SEÑORA SECCO.- Debemos comenzar por el principio y explicar que el 95% de los técnicos vive en 
Montevideo y que el 100% de los proveedores de los equipos están en la capital; lo mismo ocurre con 
los transportes especializados que se necesitan para cámara, sonido, luces, grips y fierros en general. 
Todo esto representa un 75% del presupuesto y ahora habrá que agregarle el pago de horas extras y 
más costo por el transporte. Vale señalar que hay un acuerdo por el cual si se sale de Montevideo debe 
pagarse el kilometraje y el plus de consumo de combustible. A la gente que va a filmar a otra ciudad, si 
vuelve a Montevideo, habrá que abonarle horas extras por concepto del traslado y, si pernocta en el 
lugar, se le deberá pagar la noche de hotel y la cena. En el caso de tratarse de proyectos de más de 
una semana debe haber un corte para el descanso y permitir que esa gente vuelva a Montevideo a 


visitar a su familia. Asimismo, muchas veces ocurre que uno devuelve un equipo a las siete de la tarde 
porque a las doce de la noche comienza el rodaje de otra productora que lo necesita. Eso ya no podría 
ser posible si tenemos que perder tiempo en el traslado. En ocasiones, incluso, los equipos pasan de 
set a set, salteando al proveedor. 


También debemos tener en cuenta que cuando se trabaja en una serie o en un largometraje y 
participan actores de renombre de otro país —imagino que es el tipo de proyecto que alguien tiene en la 
cabeza para desarrollar un estudio de estas características—, estos son estrellas y exigen ciertas 
comodidades. Hoy por hoy, con el escaso acceso a vuelos internacionales que tenemos, se hará muy 
difícil el flujo de trabajo; esta gente llegaría por el aeropuerto o por el puerto y luego debería subir a una 
camioneta para continuar haciendo kilómetros. Asimismo, estos actores —si son argentinos o 
brasileños— generalmente trabajan dos o tres días y vuelven a irse porque el fin de semana participan 
en obras de teatro. 


En definitiva, para ser pragmáticos, no visualizamos dónde está el punto que haga interesante 
que proyectos de estas características puedan desarrollar posibilidades para los productores. Creemos 
que son demasiado los costos que se suman. 


Por otro lado, nos preocupa la limitante del 25 % —sobre la facturación anual-— para filmar fuera 
del set. Eso encorseta muchísimo los trabajos que podrán hacerse. Como ejemplo puedo decir que 
nuestra productora dio un servicio de producción en verano para festejar los cien años de las cámaras 
Leica, para Alemania. Ese spot, que fue filmado en su totalidad en diferentes locaciones de Montevideo 
y Canelones, ganó el mayor premio que una productora puede llegar a conseguir en el festival 
publicitario de Cannes. Ese spot, que está dando la vuelta al mundo y poniendo a Uruguay en el mapa, 
no podría haberse filmado con estas condicionantes. También deberemos olvidarnos de las locaciones 
del interior del Uruguay porque si no se permite salir a filmar otros lugares tendremos que descartar los 
aeropuertos, los entes y todos los otros puntos que ayudan a la imagen país. 


En definitiva, nos parece que, en general, el proyecto de ley encorseta demasiado a un sector 
que se ha caracterizado por pedir la mayor flexibilidad posible. 


SEÑOR HEBER.- Confieso que todavía no termino de comprender la situación. 


Asoprod tiene un problema de financiación —tal como mencionó su presidente en la 
exposición inicial- porque en 2008 se congeló el fondo de ayuda. Ese tema no tiene nada que ver con 
este proyecto de ley, pero no parece lógico que se cree un fondo para promover estos 
emprendimientos y que luego quede congelado en el tiempo pues ello implica negar el desarrollo de la 
actividad. Creo que el Parlamento debería ayudar y como ahora viene la instancia de la rendición de 
cuentas y del Presupuesto quinquenal, tomamos nota de que la ley que creó ese fondo no está 
cumpliendo su objetivo. 


Con respecto a la zona franca y sus áreas temáticas, ustedes entienden que el hecho de que 
no se ubique en el área metropolitana no será de gran utilidad. Entonces, no deberíamos creer que las 
zonas francas temáticas —si están distantes de la capital- van a tener el éxito que esperamos. Puede 
haber quienes vean esa posibilidad como algo útil, pero ustedes no. También consideran que generará 
un costo agregado y que eso inviabilizará mucho los proyectos. 


De cualquier manera, nada los obliga a ir a esa zona franca. 


SEÑOR SCHROEDER.- Si la exoneración del IRAE va a ser exclusiva para quienes estén allí, de 
repente esto termina siendo como una especie de imposición para que todos nos alojemos en una 
especie de gran parque temático y reitero que eso no responde a la realidad del sector. 


SEÑOR HEBER.- Entonces, habría una competencia desleal. Se dará la situación de que mucha gente 
que viene trabajando va a pagar el impuesto con lo que se inviabilizarán muchos de sus 
proyectos, sumado al aumento de otros costos en el país—, mientras que quienes se ubiquen en la 
zona franca, en esa especie de estudio cerrado, estarán exentos. 


SEÑOR MUJICA.- No habría diferencia si tuvieran el mismo trato impositivo. 

SEÑOR HEBER.- Si todos estuvieran exonerados, podrían hacer lo que creyeran mejor. 
SEÑOR MUJICA.- ¿Quién sería el loco que invertiría allí? 

SEÑOR HEBER.- Creo que ahora tengo claro el panorama. 

SEÑOR MUJICA.- Es atendible que se tema por la diferenciación impositiva. 


Si hay un quijote al que se le ocurre gastar US$ 80:000.000 para invertir en la zona franca y 
se dispone una igualdad impositiva, ¿en qué le va a ustedes, si no están obligados? 


SEÑOR SCHROEDER.- Nos va algo que nos parece muy importante: la dispersión de los instrumentos 
y la aplicación del Estado a una política pública de fomento audiovisual. Esto podría ser posible 
enmarcado en un conjunto de medidas. Puede suceder que todos —la sociedad en su conjunto— 
creamos que estamos recorriendo un camino de desarrollo audiovisual y no es así. Como hay una 
oportunidad para el país —no para nosotros como artistas—, entendemos que es importante advertir que 
debemos poner el foco en el desarrollo integral del sector y no en algo que puede ser muy puntual. 


SEÑOR MUJICA.- No estamos discutiendo eso. 


SEÑOR SCHROEDER.- La exposición de motivos fundamenta que este es un instrumento que 
responde a una demanda del sector y eso no es así. El sector lo consideró y en este documento que 
traemos para ustedes —luego de tres meses de consultas entre todos los actores— no figura ese punto 
como una prioridad. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Si existiera un estudio de grandes dimensiones, bienvenido fuera. Nadie está 
en contra. Nos parece que lo más práctico es que no se vaya tan lejos que encarezca los costos. 


Por otro lado, consideramos que no es un área en la que el Estado deba asumir 
participación, responsabilidad ni financiamiento. Para que tengan una idea, US$ 100:000.000 
representan diez años de lo que destina el fondo de fomento al cine. A priori aparece como mucho para 
lo que podemos captar. 


Las productoras que han logrado que ahora se hagan muchas películas en el país, son 
pequeñas y medianas empresas a las que no les sería útil ni conveniente estar en una zona franca. 


Reclamamos posibilidades de desarrollo desde otras áreas: beneficios impositivos y que el 
fondo de fomento no siga congelado —eran $ 25:000.000 en 2007 y hoy deberían ser $ 40:000.000 
solamente atendiendo al IPC- cuando nosotros firmamos consejos de salarios que se reajustan 
anualmente. 


SEÑOR AMORÍN.- Nos están dando una visión distinta a la que teníamos, lo cual es bien importante. 
En lo personal me entusiasmaba la idea de que hubiera un estudio que diera oportunidades a todos y 
que tuviera la ventaja de no pagar el Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas. 


Ustedes están pidiendo que esa exoneración de IRAE abarque a toda la actividad. Es algo 
que habrá que discutir con el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Hay algunas cosas del proyecto de ley que me parecen bastante lógicas como, por ejemplo, 
lo del 25%. Es cierto que es un porcentaje arbitrario pero permite filmar fuera de las zonas francas 
manteniendo los beneficios fiscales. 


(Interrupción que no se escucha). 
—No me hagan preguntas técnicas. 


Si el 25% de la filmación es afuera, la totalidad del proyecto tendría exoneración fiscal. Me 
parece que la idea es, si estuviera en Maldonado —Uruguay tiene esa ventaja de poder filmar en 
las sierras o en la playa—, el 25% de la filmación se puede hacer fuera del estudio y se mantiene la 
totalidad de los beneficios fiscales. 


¿Por qué se nos ocurre que va a ser en Maldonado? En realidad, no sabemos si va a ser ahí. 
En principio, no sabemos si va a haber una zona económica especial ni tampoco sabemos si va a ser 
en Maldonado. Pero, ¿por qué se nos ocurre? Porque las carreteras son muy accesibles y se llega 
fácilmente. 


Todos los temas de aumento de costos que nos están planteando son importantes, pero en el 
momento de analizar costos habrá que ver si vale la pena; tendrán que valorar si gastan más en esto o 
en lo otro, si les sirve o no tener el beneficio fiscal. Es de suponer que ese gran estudio alquilará sus 
instalaciones a cualquiera que las quiera utilizar, pero si para todos es inconveniente y es cierto lo que 
dicen en cuanto a que los actores del exterior no van a venir porque es muy lejos, al final el estudio va 
a terminar en una cancha de tenis porque no va a servir para nada. Ahora, no perjudica. 


Lo que nos plantean y con lo que nos quedamos es que, a su juicio, esta no es la solución; 
que hay que seguir pensando en cómo resolver estos temas. Si alguien lo hace, que lo haga; quizás 
tengan razón y no funciona, o capaz que sí les sirve. Ahora, lo que nos trasmiten —reitero- es que esta 
no es la solución al problema, que hay que seguir, que no nos tenemos que quedar con la idea de que 
ya cumplimos y continuar con otra cosa. Tenemos que seguir pensando en un sector que es pujante, 
creativo, que entusiasma, que gusta y que todos los partidos políticos... 


(Intervención del señor Senador Mujica que no se escucha). 
(Dialogados). 


—Me parece que el planteo que nos hicieron está muy bien, es positivo, y nos dio otra visión 
del tema. Personalmente, también me quedo con la primera visión que teníamos, a la que ahora le 
sumo esta. 


SEÑOR MICHELINI.- Vamos a tener que hacer muchos cambios en varios proyectos de ley, y 
seguramente de cada uno de ellos se dirá que había veinte reivindicaciones, veinte objetivos y veinte 
propuestas. Bueno, luego podrá decirse que con este proyecto de ley van dos, con este otro va una 
más, etcétera. 


Obviamente, no vamos a solucionar todo en un único instrumento, más allá de que se 
puedan estudiar alternativas, pues va a venir el proyecto de ley de presupuesto y en esa instancia se 
podrá estudiar. 


Creo que el hecho de que hayan sensibilizado a los integrantes de la Comisión de Hacienda, 
que es el ámbito donde se discute en torno a los aspectos de exoneración, es importante. De cualquier 
manera, no estamos considerando toda la temática audiovisual, sino el tema de las zonas francas. 
Podemos aprobar o no este artículo; si lo aprobamos, en principio parecería que puede abrir algún 
espacio de filmación, aunque no sea la solución a todo. Lo que creo es que ese tope del 25% del total 
de las entradas económicas de esa zona franca puede traer algunas limitaciones, por ejemplo en el 
caso de algún proyecto grande que por sí mismo supere el presupuesto completo de la zona franca o 
de todos los proyectos audiovisuales que se hayan hecho, y que requiera más filmación en el exterior, 
me refiero al exterior de la zona franca, siempre hablando dentro del Uruguay. Entonces, no sé si no 
habría que agregar a ese artículo que para los proyectos especiales el Poder Ejecutivo podrá dar 
autorización. Por ejemplo, capaz que algún director trae una película importante que mueve a todo el 


sector —hoy el mundo está muy interrelacionado-— y este porcentaje termina limitando esa situación. Por 
tanto, me parece que sería conveniente incluir alguna cláusula que permitiera una salida en el caso de 
temas puntuales interesantes, proyectos grandes, independientemente de que tampoco esa cláusula 
arregla todos los problemas que nos han planteado, aunque me parece que sí podría ayudar. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Estamos de acuerdo con que el techo del 25% no es suficiente porque, por 
ejemplo, si hay un interesado en venir a filmar y presenta un guion en el que se filma el 30% de la 
película en exteriores, es un problema. Para empezar, el hecho de que el 75% de una película deba 
filmarse en estudios y un 25% en exteriores, ya acota mucho las posibilidades de los proyectos que se 
pueden traer al país. No habrá problemas en los que se filmen solo en estudio con pantalla verde y 
después solo post producción, o cuando se trate de un gran noticiero fijo. Esos serían los productos 
específicos que se podrían llevar a cabo. Pero si en realidad queremos promover que haya flexibilidad 
para los proyectos, es otro tema. Por ejemplo, si se quiere filmar una película ambientada en París, 
pero no cumple con las exigencias de la zona franca, es un problema. Por lo tanto, si la idea es alentar 
a los productores para que vengan con proyectos nuevos, no pongamos como condición que solo el 
25% del film se pueda hacer en exteriores. 


Hagamos lo que hacen otros países que atraen muchas producciones y pensemos en los 
beneficios que ello conlleva. Porque si quieren filmar el 100% en exteriores, sería mucho mejor, ya que 
en ese caso cobraría el responsable de la locación y habría que buscar un lugar donde puedan comer 
las personas que están trabajando en el proyecto, entre otras cosas. Por eso los países que atraen 
estas filmaciones generalmente le devuelven el 40% al productor. Por ejemplo, viene un 
norteamericano que quiere filmar una película y pone el 100% del presupuesto, pero cuando se va le 
devuelven el 40%. Los países lo hacen porque les conviene, no porque son buenos con los 
productores. 


Ese es el planteo más específico que queremos hacer. No nos quedemos con el límite, 
porque si se exige el 25% o el 50%, es más difícil armar un proyecto y definir una política para atraer 
producciones. 


Algunos productores norteamericanos me han preguntado cuánto les devuelven en Uruguay y 
les respondí que quizás le puedan descontar el IVA, por lo que decidieron filmar en Colombia. Ya está, 
se terminó la discusión. 


SEÑOR MICHELINI.- Tal vez esto no tendría que ir en este proyecto de ley, sino en el Presupuesto. 


SEÑOR SCHROEDER.- Me voy a referir de manera puntual a una eventual excepción, pero primero 
preguntaría cómo se establecería el tope del 25%. Técnicamente, creemos que sería muy complejo. 
Hay algo arbitrario allí y quedaría a la vista si nos abocamos a generar alguna Comisión técnica para 
ver cómo se determinaría ese 25%. 


(Dialogados). 


Sí, podría ser sobre la facturación, pero es muy complejo. Entonces, pensar que eso lo 
salvaríamos con una excepción, es dudoso. 


Para decir que perderíamos, cito a Drexler: «En tren con destino errado se va más lento que 
andando a pie». Me parece que en este caso la frase es pertinente, porque no hemos tenido muchas 
oportunidades —y acá sí las estamos teniendo—, de empezar a discutir qué política de fomento 
audiovisual podría ser adecuada para un país que ha dado pasos firmes en ese sentido, teniendo en 
cuenta lo que señaló la directora del Instituto en el sentido de que el sector audiovisual no es 
emergente sino que tiene un acumulado. Entonces, distraernos pensando que este es un instrumento 
que nos va a ayudar para el desarrollo, es muy irresponsable. Además, hay que tener en cuenta el 
contexto regional. Como señaló el señor Fernández, los productores prefieren ir a Colombia a realizar 
las filmaciones porque ese país quiere reposicionarse y los alienta fuertemente con móviles políticos 
para que vayan a filmar allí, y logran resultados increíbles. El año pasado realizaron 55 largometrajes, 


con un aumento de la audiencia interna, de la presencia internacional y con un aumento cuántico en la 
prestación de servicios. 


Simplemente termino diciendo que, en la necesidad de replantear un poco las consignas que 
se trabajaron en el compromiso, recientemente hemos logrado concretar un marco de diálogo con las 
señoras Ministras de Industria, Energía y Minería, y de Educación y Cultura, respectivamente, y 
trabajar juntos en este período para la formulación de un plan nacional de fomento, incluso acordando 
reuniones periódicas cada dos meses. En fin, nos parece que eso tiene un valor en sí mismo y que, por 
tanto, es otra de las advertencias. Es decir, una iniciativa como esta debería quedar en suspenso, por 
lo menos hasta que esta formulación quede a disposición de toda la sociedad y, en todo caso, 
considerarla en un marco de desarrollo más responsable. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Agrego un dato muy simple que permite entender el tema con relación al 
sector del cine específicamente. 


Durante cinco años hicimos un estudio del promedio de películas que se habían hecho, 
principalmente de ficción. En los presupuestos, el componente nacional generalmente es un 30%, y el 
70% restante lo conseguimos afuera mediante coproducciones, socios, etcétera. O sea, no somos un 
sector que se caracterice por decir: «Dennos que vamos a hacer lo que queramos», sino: «Dennos que 
nosotros multiplicamos». Estamos en un techo —por el congelamiento del fondo- que casi no nos 
permite salir a conseguir recursos porque no tenemos de acá, pero nuestra lógica no es «dame que 
con este cien hago mi obra». Entiéndase que tenemos una lógica casi económica y que si pudiéramos 
dar un salto pasaríamos a otro nivel de proyectos con el objetivo de conseguir más. O sea, cuando nos 
dan, lo que hacemos es conseguir más y generar productos que tienen mucho más valor del dinero con 
el que salimos de acá. 


SEÑOR SCHROEDER.- Hemos sido protagonistas de algo bastante novedoso en la región —que 
firmamos en el marco del Consejo de Salarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social-: un 
acuerdo marco de regulación de salarios con AUC—Gremio Cine, que representa a todos los técnicos, y 
con SUA, que representa a todos los actores. Obviamente, ese acuerdo supone la indexación de los 
salarios, y eso se contradice con atender el fondo de fomento estabilizado en moneda nacional sin 
actualización. 


SEÑOR MICHELINI.- El aviso está pasado. 

SEÑOR SCHROEDER.- Por supuesto, ya sé que el aviso está pasado. 
SEÑOR MICHELIN!I.- ¡Se reitera! 

(Hilaridad). 


SEÑOR SCHROEDER.- Que el Uruguay haya dado ese paso de formalización de la actividad laboral 
vinculado a la cultura es novedoso, fue muy trabajoso y es un mérito de todos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Simplemente nos resta agradecerles la presencia. 


(Se retiran de sala los representantes de la Asociación de Productores y Realizadores de Cine del 
Uruguay). 


(Ingresan a sala el señor intendente interino de Florida, señor Guillermo López, y el director de 
Desarrollo, señor Torres). 


—En nombre de la Comisión damos la bienvenida al señor intendente interino de Florida y al 
asesor que lo acompaña para escuchar su opinión sobre el proyecto de ley relativo a las zonas 
económicas especiales. 


SEÑOR LÓPEZ.- En primer lugar quiero dejar un saludo del Intendente titular, señor Enciso, que hoy 
está de licencia —partiendo de viaje—, por eso tuvimos el honor de iniciar su suplencia. 


Nos dejó el deber de venir a la Comisión y, en definitiva, marcar la preocupación que existe, 
en particular, en la Intendencia de Florida por el proyecto de ley que está a estudio, y por lo que 
significa, a nivel local, la zona franca de Florida. Me imagino que la situación será similar a otras 
realidades que se viven en el interior del país por lo que mueve la zona franca, sobre todo, a nivel del 
empleo, de la actividad comercial y del desarrollo. 


Queríamos dejar sentado nuestro reconocimiento al trabajo que están llevando adelante los 
señores Senadores en la Comisión y, en particular, a la modificación del artículo 14 que refiere a ciertas 
limitaciones que hacen a las actividades fuera de la zona. 


Básicamente era esto cuanto quería decir, aunque no está de más agregar que en Florida el 
emprendimiento está moviendo el nivel del empleo. Tenemos algunos emprendimientos que, en 
particular, han venido sufriendo ciertos reveses; es un marco un poco complejo en cuanto al nivel de 
empleo local como para tenerlo en cuenta en el análisis de esta situación. 


Muchas gracias por el recibimiento. Aclaro que he venido acompañado por el director de 
desarrollo, porque puede aclarar en qué está el trabajo, y para tener información de primera mano para 
llevar a los vecinos de Florida. 


SEÑOR TORRES..- Agradezco esta oportunidad. El intendente interino, ingeniero López, ha dicho cuál 
es la realidad. Todos conocen la dinámica de Florida, el problema que tenemos hoy está vinculado a 
otros sectores productivos, eso hace que el estado de ánimo de sus habitantes esté bastante alicaído 
con movilizaciones que últimamente se han canalizado a través del centro comercial, y que los 
trabajadores han manifestado en más de una oportunidad. 


A la entrada de Florida tenemos un frigorífico que sucesivamente ha intentado concretar su 
reapertura sin éxito y eso también ha generado un desánimo importante. Por suerte la curtiembre se 
viene reencausando y, por lo menos, la última parte de los cueros se está procesando, pero también le 
falta trabajo, y habría que apoyarla. 


Otro tema importante y que nos preocupa es el de la lechería, porque si la situación no se 
soluciona nos veremos tremendamente afectados. En la noche de ayer estuvimos reunidos con los 
intendentes de San José y Colonia y hablamos de esta problemática bastante generalizada en la zona. 


Además, hay empresas que se están yendo y otras que bajan sus precios a valores que no 
sostienen la producción, y eso termina afectando hasta los productores queseros. El derrame de leche 
en la cuenca se siente y hoy estamos expectantes, la gente todavía no ha asumido la gravedad de la 
situación; siempre se espera una solución. 


Como ya se sabe, en estos temas los costos de producción dificultan mucho el accionar, 
además se suma el mercado internacional. En fin, hoy salimos de una seca y ahora esperamos que 
esto pare por acá para que nos deje plantar y poder seguir caminando como tamberos. 


A todo esto, el tema de zona franca es algo más que se suma, hay alrededor de 60 empresas 
que se han retirado. Sabemos que hace un mes el empresario Calachi presentó un documento sobre la 
zona franca de Libertad y nosotros vamos en ese sentido, apoyando ese accionar. 


No podemos permitir que esa zona franca se vea afectada, sobre todo por esta disposición de 
no poder operar fuera de la zona, principalmente en los temas comerciales que es lo que se está 
limitando en este momento. En definitiva, la idea es que ese artículo no nos ocasione el daño que 
pensamos que nos puede generar. 


SEÑOR HEBER.- Quiero agradecer al señor intendente, que no es el intendente suplente sino el 
intendente en ejercicio. Es un placer tenerlo aquí y, además, es conocido y amigo de nosotros. 


Compartimos la preocupación que se plantea y que ya se viene reiterando en las iniciativas 
anteriores. En el día de hoy tuvimos la visita de la Cámara de Zonas Francas del Uruguay y debo decir 
que, frente a algunas preguntas que formuló el señor Senador Delgado, se pudieron vislumbrar luces 
positivas en cuanto a entendimientos. Si bien no sé aun de qué carácter y profundidad podrían llegar a 
ser dichos entendimientos, parecería que hay una luz en el camino para poder salir de este tema y que 
las zonas francas del interior no terminen sin tener oficinas en Montevideo para vender sus productos 
porque, en definitiva, ese es el tema central. Aparentemente, hoy escuchamos una versión que nos 
hace pensar en un entendimiento, porque el problema estaba justamente allí y de ellos mismos tuvimos 
esa noticia. Entonces, les queremos decir al señor intendente y al señor director que trasmitan en su 
departamento que hay una luz en el horizonte como para poder resolver un tema que hace tiempo ha 
enfrentado a las zonas francas del interior con las de Montevideo. 


En cuanto a las preocupaciones sobre el desarrollo debo decir que son compartidas y este 
proyecto lo que busca es tratar de ayudar a que las zonas francas sean una realidad y que puedan dar 
pasos mayores a los que vienen dando hasta ahora, que han sido bastante auxiliadores del empleo y 
del desarrollo. Tomamos nota entonces de toda la situación de Florida, que la conocemos. 


SEÑOR DELGADO.- Saludamos la presencia de los invitados. 


Agradezco a los demás miembros de la Comisión que fueron contestes ante mi pedido de 
comparecencia de los intendentes de Florida, Carlos Enciso, y de San José, José Luis Falero, ya que 
ellos mismos habían solicitado venir aquí a explicar desde un punto de vista de gobernantes 
departamentales la situación que se podría dar con los efectos de la ley si se aprobara el proyecto de 
ley tal cual está redactado. Este planteo está vinculado a dos zonas francas en concreto: la de Florida y 
la de Libertad. Tal como explicaba el intendente interino de Florida, el intendente Enciso está partiendo 
ahora de viaje, en uso de una licencia, así que hago extensiva su excusa por no poder concurrir aquí 
hoy. 


Coincidiendo con lo que expresaba el Senador Heber, hoy la cámara de zonas francas se 
involucra también en la propuesta que estaban haciendo las zonas francas del interior. Se planteó aquí 
que, si bien no está dentro de las reivindicaciones de las cámaras, ellos no se oponen a lo que 
plantean las zonas francas del interior. No sé si en el marco de la ley actual existieron o no abusos, 
pero en principio soy contrario a legislar por la patología. Creo que hay mecanismos de control más 
que suficientes, si hay abusos, para sancionar. Si se legisla por la patología, si hay un abuso y se 
sanciona hay que eliminar el régimen, cuando todos sabemos las dificultades operativas que hay sobre 
todo con los agentes del exterior —y también en actividades de cobranzas, «show rooms», etcétera—, 
que cuando llegan acá se les debe decir que se tienen que ir a tal lado porque no se los puede atender 
en Montevideo. Y no estoy haciendo referencia a las actividades sustanciales, sino a las secundarias. 
Obviamente esa es una situación inequitativa con respecto a los que están cerca de las vías de 
logística del puerto o del aeropuerto. 


En su momento, recibimos en esta Comisión al empresario de la zona franca de Florida y a 
los de Libertad. También comparecieron los trabajadores. Creemos que es un tema a atender, sobre 
todo teniendo en cuenta la situación en la que estamos y el impacto que puede generar en el empleo y 
en el desarrollo de la zona franca. 


Por este motivo, queremos preguntarle al señor intendente cuánta gente está empleando la 
zona franca de Florida. También queremos saber el impacto que tienen sus empresas en el 
departamento ya que, en los últimos tiempos, algunas de ellas han presentado dificultades. Tal es el 
ejemplo del frigorífico y de la curtiembre, aunque ahora, aparentemente, hay un halo de esperanza en 
salvarla. En el caso de que se apruebe el proyecto de ley tal cual está, si no aparece la luz que el señor 
Senador Heber premonitoriamente ha reclamado y dejado constancia en la versión taquigráfica, ello 
impactaría directamente en el empleo. Me parece que si eso se da, estaríamos haciendo justicia con 
situaciones desiguales, porque esto se trata de tratar de forma desigual a las situaciones desiguales. 


SEÑOR LÓPEZ.- La actividad industrial de la ciudad de Florida -que muchos de los aquí presentes 
conocemos-— gira básicamente entorno a cuatro importantes emprendimientos: el frigorífico —que hace 
casi ocho años cerró sus puertas y se busca denodadamente su reapertura con distintas iniciativas que 
todavía no han podido ser-, la curtiembre —que la semana pasada, luego de un confuso proceso, ha 
reabierto sus puertas con treinta puestos de trabajo, que es menos de lo que pudo emplear en su 
momento, pero entendemos que es un inicio alentador—, la lanera y la zona franca. Luego está la 
actividad que se centra en torno a la logística y en el apoyo a la actividad agropecuaria - 
servicios, insumos y todo lo asociado a ello—, y el comercio local. 


Alos efectos de ampliar la información respecto a la zona franca —los últimos movimientos en 
cuanto al empleo y las empresas que allí participan—, le cedo la palabra al señor Torres. 


SEÑOR TORRES.- La zona franca emplea a unas cuatrocientas personas; cien de ellas han cesado 
por el alejamiento de sesenta empresas que se han ido retirando del departamento, de un total de 
doscientas. Por tal motivo, el ambiente no es bueno y ha habido más anuncios de nuevas empresas 
con intenciones de retirarse. Lo que decía el señor Senador Delgado es así: no es lo mismo tener que 
trasladarse al interior que generar una dinámica de venta en un lugar que es accesible para quienes 
vienen a ser negocios. Eso es algo que al usuario le viene incomodando mucho. También hay 
consideraciones que nos han hecho los empresarios —no sé si es oportuno manifestarlas en la 
Comisión— con respecto a que han recibido presiones. Por lo tanto, no se está trabajando de buena 
manera. 


Asimismo, la otra industria fuerte es la láctea, que ocupa a unas trescientas personas y que 
tiene una dinámica importante por la remuneración que se vuelca en la plaza. 


Pido disculpas por haber hecho referencia en mi intervención anterior al impacto en la 
lechería. Los US$ 180:000.000 anuales que se vuelcan en un departamento que no tiene mucha 
población son muy bien distribuidos a través de la lechería. Aproveché la oportunidad porque estamos 
en un momento en el que se están tomando decisiones importantes. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero hacer una referencia. 


Creo que por la última rendición de cuentas se ha suspendido el artículo 14. Si esto es así, 
nos encontraríamos en una inseguridad jurídica absoluta —diría que sería como andar en un buque 
sin que nadie toque el timón— porque serían de aplicación las prácticas seguidas anteriormente. 


Si no ordenamos este tema perjudicará a todo el sector en la medida que algunos, bajo la 
suspensión de este artículo, podrían alegar que tienen todo autorizado. 


Podrá el proyecto de ley del Poder Ejecutivo no estar de acuerdo con esto, pero si no 
generamos la norma correspondiente, muchos de los que están en área no franca, podrían llegar a 
instalarse en área franca sin justificativo alguno, cosa que la norma estaría aprobando o, de alguna 
forma, resguardando. 


Nos parece que debemos aprobar una norma porque hoy todas las empresas uruguayas se 
podrían pasar a zonas no francas y hacer lo mismo porque, reitero, el artículo 14 está suspendido. 
¡Estamos en un lío! Quizá la solución del Poder Ejecutivo no sea la más adecuada, pero estamos en un 
lío. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a nuestros visitantes la presencia en este ámbito. 
(Se retiran de Sala el Intendente interino de Florida y su asesor). 


—La Mesa comunica a los señores Senadores que ha recibido una invitación de la 
Presidencia de la Cámara de Representantes para participar activamente y formar parte de la 


organización de unas jornadas que se realizarán el 13 y 14 de agosto. En realidad, ya está todo 
organizado pero esperan nuestra participación en ese encuentro. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica). 


(Son las 12:05). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


